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	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

	TERCERA SALA UNITARIA.

	EXPEDIENTE: 1153/2022.

	SENTENCIA: INTERLOCUTORIA QUE RESUELVE RECURSO DE RECLAMACIÓN.

	ACTOR:**********.

	DEMANDADA: DIRECCIÓN GENERAL DE GOBERNACIÓN DE LA SECRETARÍA GENERAL DE GOBIERNO.

	MAGISTRADO: JORGE ALEJANDRO VERA NOYOLA.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: AUSTREBERTO REGIL GONZÁLEZ


San Luis Potosí, S.L.P. a diez de marzo de dos mil veintitrés.

VISTO  Para resolver el Recurso de Reclamación interpuesto por la Parte Actora en contra del auto del 15 quince de diciembre de 2022 dos mil veintidós, en la parte relativa que desechó por extemporánea la demanda presentada el 6 seis de diciembre de 2022 dos mil veintidós.
RESULTANDO
1.- Con fecha 23 de enero de 2023 dos mil veintitrés, la Parte Actora interpuso Recurso de Reclamación del auto del 15 quince de diciembre de 2022 dos mil veintidós, en la parte relativa que desechó por extemporánea la demanda presentada el 6 seis de diciembre de 2022 dos mil veintidós.

En auto del 1 uno de febrero de 2023 dos mil veintitrés, se admitió el Recurso de Reclamación, y se citó para resolver plano.
CONSIDERANDO

PRIMERO.-  Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí es competente para conocer y resolver el presente Recurso conforme a lo dispuesto por los artículos 1° párrafo segundo y 7° fracción XVIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en relación con el artículo 151 reclamación, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

SEGUNDO.- Los agravios de Reclamación que manifiesta la Parte Recurrente en su escrito, se localiza de la foja 32 treinta y dos a la foja 36 treinta y seis del expediente en que se actúa; los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que se transcribe enseguida:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.- Contradicción de tesis 50/2010.”

TERCERO.- A juicio del suscrito Magistrado de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, los agravios planteados resultan infundados, atentos a las siguientes consideraciones.

Antes de abordar el estudio de los agravios, debemos precisar, que en el escrito de recurso se enumeran tres agravios, sin embargo, de la lectura integral del escrito de Recurso de Reclamación, se advierte con claridad que se trata de una solo agravio, ya que los argumentos enumerados como Segundo y Tercero son complementarios de lo expresado en el agravio Primero, que se concreta a reproducir el auto recurrido.
En efecto, lo que aduce en esencia la Parte Actora, es que el cómputo para determinar que la demanda fue presentada extemporánea, no se tomó en consideración, que si bien manifestó conocer el acto el 18 dieciocho de octubre de 2022 dos mil veintidós, dicho conocimiento derivó de una notificación por lista realizada en diverso Juicio Contencioso Administrativo, por lo cual se debió tomar en consideración, que dicha notificación surtió efectos al día siguiente en términos del artículo 43 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y por tanto el plazo para interponer la demanda comenzó a correr hasta el día siguiente en que surtió efectos la notificación, y no al día siguiente de su publicación.
Por su parte, el auto recurrido es del tenor literal siguiente:
“(…) 4.- DEL DESECHAMIENTO DE LA DEMANDA.- Ahora bien, derivado de un análisis integral al escrito de demanda y sus diversos anexos, se actualiza un motivo manifiesto e indudable de improcedencia, de acuerdo con lo establecido por los artículos 24, fracción I inciso c), 217, 228, fracción VI y 239 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, los cuales en su parte conducente señalan: 

“ARTÍCULO 24. El plazo para presentar la demanda ante el Tribunal será: I. De treinta días hábiles siguientes al en que se actualice alguno de los supuestos siguientes: a) Al en que surta efectos, conforme a la ley del acto, la notificación de la resolución o acto que se combata, inclusive cuando se controvierta simultáneamente como primer acto de aplicación una regla administrativa de carácter general. b) Al en que el afectado haya tenido conocimiento de ellos. c) Al en que se hubiese ostentado sabedor de los mismos, cuando no exista notificación legalmente hecha…”

“ARTÍCULO 217. Los juicios que se promuevan ante el Tribunal, se substanciarán y resolverán de acuerdo a las disposiciones establecidas en este Código. A falta de disposición expresa, se aplicarán supletoriamente las disposiciones del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí. Cuando la resolución recaída a un recurso administrativo, no satisfaga el interés jurídico del recurrente, y éste la controvierta en el juicio contencioso administrativo, se entenderá que simultáneamente impugna la resolución recurrida en la parte que continúa afectándolo, pudiendo hacer valer conceptos de impugnación no planteados en el recurso. Asimismo, cuando la resolución a un recurso administrativo declare por no interpuesto o lo deseche por improcedente, el juicio contencioso administrativo procederá en contra de la resolución objeto del recurso, pudiendo en todo caso hacer valer conceptos de impugnación no planteados en el recurso.” 

“ARTÍCULO 228. Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos: I. Del propio Tribunal; II. Que no afecten los intereses jurídicos o legítimos del actor; III. Que sean materia de un recurso o juicio que se encuentre pendiente de resolución ante la autoridad que lo emitió o ante el propio Tribunal, al momento de su presentación, cuando exista identidad de las partes, aunque sean distintas las violaciones alegadas; IV. Que hayan sido materia de otro juicio contencioso administrativo, en el que exista identidad de partes y se trate del mismo acto impugnado, aunque las violaciones alegadas sean distintas; V. Contra actos consumados de un modo irreparable; VI. Contra actos consentidos expresamente o por manifestaciones de voluntad que entrañen ese consentimiento, entendiéndose por éstos últimos, aquéllos en contra de los cuales no se promueva el juicio dentro de los plazos que para tal efecto señala este Libro…”

“ARTÍCULO 239. Se podrá desechar la demanda: I. Si se encuentra motivo manifiesto e indudable de improcedencia, y…”

Así, de una interpretación armónica a dichos artículos, los juicios que se promuevan ante el Tribunal, se substanciarán y resolverán de acuerdo a las disposiciones establecidas en ese Código, dentro de los plazos establecidos y se podrá desechar la demanda si se encuentra un motivo manifiesto e indudable de improcedencia.

En ese sentido, se debe de cumplir con el requisito de admisibilidad, relativo a la procedencia y atinente a la temporalidad de la presentación de demanda, lo cual en este caso, al presentarse la demanda fuera de los treinta días hábiles, dicho requisito no se satisface, en consecuencia el acto se entiende consentido con todos sus efectos.

Por ende, tomando en cuenta lo manifestado por la parte actora en el escrito inicial de demanda, en el sentido de que el acto que pretende impugnar fue hecho de su conocimiento el dieciocho de octubre de dos mil veintidós, se traduce en una manifestación que constituye confesión expresa al ser realizada por parte legítima, con pleno conocimiento, ser hecho propio concerniente al asunto, y haberse realizado ante esta Sala, por lo que adquiere valor probatorio pleno en términos del artículo 383 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luís Potosí, de aplicación  supletoria por disposición del  artículo 217 del Código Procesal Administrativo de la Materia.

Bajo esa tesitura, cabe señalar que en el caso que nos ocupa, la manifestación vertida por el actor, en el sentido de que tuvo conocimiento en la data señalada en el párrafo que antecede, encuadra dentro del supuesto previsto por la fracción I, inciso c), del numeral 24 del Código Procesal Administrativo.

En virtud de lo anterior, como se anticipó en el presente apartado, se observa un motivo manifiesto e indudable de improcedencia de la demanda, al resultar extemporánea en términos del artículo 217 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, habida cuenta, de que el promovente presentó su demanda ante este Tribunal, el seis de diciembre de ese año; por lo cual, resulta procedente desechar el escrito inicial de demanda, de acuerdo a lo dispuesto por los artículos 228 fracción VI y 239 fracción I del Código Procesal Administrativo. 

Así, la referida causal de improcedencia se actualiza porque el acto impugnado fue consentido tácitamente, al haber transcurrido el plazo para promover el juicio de nulidad previsto en el numeral 24 fracción I, inciso c) del Código Procesal de la Materia.

Por lo expuesto, a efecto de señalar los términos de preclusión, es necesario precisar los días que se tomaron en cuenta para determinar la temporalidad en la presentación de la demanda:
	Emisión del acto impugnado
	Fecha de conocimiento
	Plazo de 30 días transcurrió
	Fecha de presenta-ción de la demanda
	Días inhábiles

	05 de septiembre de 2022
	18 de octubre de 2022.
	Del 20 de octubre al 5 de diciembre de 2022.
	6 de diciembre de 2022.
	Sábados
	Domingos

	
	
	
	
	22 y 29 octubre; 5, 12, 19 y 26 de noviembre; y 3 de diciembre de 2022.
	23 y 30 de octubre; 6, 13, 20 y 27 de noviembre; 4 de diciembre de 2022.

	
	Días inhábiles decretados por Pleno

1, 2 y 21 de noviembre de 2022
	
	

	
	
	


En consecue
En consecuencia, se observa que la fecha de conocimiento del acto impugnado, fue el dieciocho de octubre de dos mil veintidós; por lo que el término de treinta días transcurrió del veinte de octubre al cinco de diciembre de dos mil veintidós y que finalmente el promovente presentó su demanda en la oficialía de partes de este Tribunal, el seis de diciembre de dos mil veintidós según se advierte del sello de recibido que aparece en la parte superior derecha del escrito de cuenta, por lo que es inconcuso que el acto impugnado no fue combatido en tiempo. 
A su vez, cabe precisar que el derecho a la justicia es un derecho limitado, ya que para su ejercicio es necesario cumplir con los presupuestos formales y materiales de admisibilidad y procedencia, así como de oportunidad para la presentación de la demanda, los cuales brindan certeza jurídica; de ahí que si el gobernado no cumple con uno de los requisitos formales de admisibilidad establecidos en el Código Procesal Administrativo y si la demanda no se presenta dentro del plazo establecido, ello no se traduce en una violación a su derecho de acceso a la justicia, pues este debe cumplir con el requisito relativo a la temporalidad; en esa tesitura, conforme a lo establecido en los artículos 24 fracción I, inciso c), 228 fracción VI y 239 fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, del citado ordenamiento legal, resulta procedente desechar la demanda de nulidad que se examina.

Resulta aplicable por analogía la siguiente Jurisprudencia: Décima Época Registro: 2004823. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito; Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Publicación: Noviembre 201, Materia(s) (Constitucional) Tesis: XI.1º. A.T. J/1 (10ª), Tomo I. Página. 699, que a la letra dice:

“ACCESO A LA JUSTICIA. ES UN DERECHO LIMITADO, POR LO QUE PARA SU EJERCICIO ES NECESARIO CUMPLIR CON LOS PRESUPUESTOS FORMALES Y MATERIALES DE ADMISIBILIDAD Y PROCEDENCIA, ASÍ COMO DE OPORTUNIDAD PARA LA PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA DE AMPARO. Todos los Jueces mexicanos deben partir de los principios de constitucionalidad y convencionalidad y, por consiguiente, en un primer momento, realizar la interpretación conforme a la Constitución y a los parámetros convencionales, de acuerdo con el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, incluso de oficio. En función de ello, y conforme al principio pro personae (previsto en el artículo 29 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos conocida como Pacto de San José de Costa Rica), que implica, inter alia, efectuar la interpretación más favorable para el efectivo goce y ejercicio de los derechos y libertades fundamentales, conforme a los artículos 17 constitucional; 8, numeral 1 y 25, numeral 1, de la citada convención, el derecho humano de acceso a la justicia no se encuentra mermado por la circunstancia de que las leyes ordinarias establezcan plazos para ejercerlo, porque tales disposiciones refieren que toda persona tiene derecho a ser oída con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable por un Juez o tribunal competente; sin embargo, ese derecho es limitado, pues para que pueda ser ejercido es necesario cumplir con los presupuestos formales y materiales de admisibilidad y procedencia para ese tipo de acciones, lo cual, además, brinda certeza jurídica. De igual forma, no debe entenderse en el sentido de que puede ejercerse en cualquier tiempo, porque ello se traduciría en que los tribunales estarían imposibilitados para concluir determinado asunto por estar a la espera de saber si el interesado estará conforme o no con la determinación que pretendiera impugnarse, con la consecuencia de que la parte contraria a sus intereses pudiera ver menoscabado el derecho que obtuvo con el dictado de la resolución que fuera favorable, por ello la ley fija plazos para ejercer este derecho a fin de dotar de firmeza jurídica a sus determinaciones y lograr que éstas puedan ser acatadas. De ahí que si el gobernado no cumple con uno de los requisitos formales de admisibilidad establecidos en la propia Ley de Amparo, y la demanda no se presenta dentro del plazo establecido, o los quejosos no impugnan oportunamente las determinaciones tomadas por la autoridad responsable, ello no se traduce en una violación a su derecho de acceso a la justicia, pues éste debe cumplir con el requisito de procedencia atinente a la temporalidad, por lo que resulta necesario que se haga dentro de los términos previstos para ello, ya que de no ser así, los actos de autoridad que se impugnen y respecto de los cuales no existió reclamo oportuno, se entienden consentidos con todos sus efectos jurídicos en aras de dotar de firmeza a dichas actuaciones y a fin de que los propios órganos de gobierno puedan desarrollarse plenamente en el ámbito de sus respectivas competencias, sin estar sujetos interminablemente a la promoción de juicios de amparo.”

De lo expuesto, se advierte que se actualiza la causal de improcedencia prevista por el numeral 228 fracción VI del Código Procesal Administrativo ya que el juicio no se promovió dentro de los plazos establecidos por el artículo 24 del citado Código, por lo que debe entenderse el acto como consentido.

En consecuencia, al existir un motivo manifiesto e indudable de improcedencia, SE DESECHA LA DEMANDA intentada por la parte actora, con base en el numeral 239 fracción I del Código de la Materia. (…)”
Como puede verse en la transcripción, particularmente del cuadro en que se expresa el cómputo del plazo para presentar la demanda, éste se efectuó a partir del día 20 de octubre de 2022 dos mil veintidós.
Es decir, considerando que la notificación del 18 dieciocho de octubre de 2022 dos mil veintidós, surtió efectos el día 19 diecinueve de octubre, y por tanto el plazo para presentar la demanda, comenzó a computarse, hasta el día siguiente, es decir el 20 veinte de octubre de 2022 dos mil veintidós.

Si bien es cierto, no se hace mención expresa de que la notificación del 18 dieciocho de octubre surtió efectos al día siguiente de que se publicó en la lista.

No menos cierto es, que en la tabla en que se expresan los plazos, si se encuentra implícita la consideración de que la notificación realizada a la Parte Actora en diverso Juicio Contencioso Administrativo, surtió efectos el 19 diecinueve de octubre de 2022 dos mil veintidós, es decir, al día siguiente de que se publicó en la lista; puesto que en la tabla en comento, a la que la Recurrente denomina “cuadro con términos”, se establece con toda claridad, que el plazo para interponer la demanda comenzó a correr el día 20 de octubre de 2022 dos mil veintidós, esto es, al día siguiente de que surtió efectos la notificación por lista.
Luego entonces, es evidente, que dentro del cómputo del plazo para presentar la demanda, no se tomó en consideración, el día 19 diecinueve de octubre de 2022 dos mil veintidós.

Al ser esto así, el argumento de la Recurrente resultó infundado, habida cuenta que, el agravio carece de sustentó, puesto que como se ha dicho, para computar el plazo para la presentación de la demanda, y determinar que fue presentada extemporánea, no se contempló en el cómputo el día 19 diecinueve de octubre de 2022 dos mil veintidós, ya que fue el día que surtió efectos la notificación efectuada por lista en diverso Juicio Contencioso Administrativo, el 18 dieciocho de octubre de 2022 dos mil veintidós.

Por tanto, el cómputo del plazo para determinar cómo extemporánea la demanda se verificó de acuerdo con las reglas de las notificaciones, concretamente las previstas por el artículo 43 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Así las cosas, al resultar infundados los argumentos plasmados en los agravios del escrito del Recurso de Reclamación, lo conducente es declarar improcedente el Recurso de Reclamación.
En consecuencia, con fundamento en el artículo 151 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí se declara improcedente el Recurso de Reclamación intentado por la Parte Actora; y en consecuencia firme el auto del 15 quince de diciembre de 2022 dos mil veintidós, en la parte relativa que desechó por extemporánea la demanda presentada el 6 seis de diciembre de 2022 dos mil veintidós.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 1° párrafo segundo y 7° fracción XVIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en relación con el artículo 151 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:
PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Se declara improcedente por infundado el Recurso de Reclamación.

TERCERO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y por buzón electrónico a las Autoridades Demandadas.

Así lo resolvió y firma el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, licenciado Jorge Alejandro Vera Noyola quien actúa con Secretario de Acuerdos licenciado Ismael Méndez Hernández que autoriza y da fe.
“Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.”
� Época: Novena Época, Registro: 164618, Instancia: Tercera Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Mayo de 2010, Materia(s): Común, Tesis: 2a./J. 58/2010, Página: 830.






